
       

                                                                                                                       

 

1 

 
Descargado de http://www.rdmf.es/. 

CLÁUSULA SUELO 

Desestimación de la demanda 

STS, Sala de lo Civil, núm. 205/2018, de 11 de abril, recurso: 751/2017. Ponente: Ignacio 
Sancho Gargallo. Presidente: Francisco Marín Castán 

La posibilidad de que pueda transigirse en los contratos con consumidores – La 
trascripción manuscrita de una cláusula no equivale necesariamente a su 
comprensibilidad real por el consumidor – Voto particular de Francisco Javier 
Orduña Moreno (sinopsis de Fernando Zunzunegui e Ignacio Martín). 

La posibilidad de que pueda transigirse en los contratos con consumidores: “[…] 
6. En el presente caso, la transacción, en principio, no contraviene la ley, pues nos 
encontramos ante una materia disponible. No deberíamos negar la posibilidad de que pudiera 
transigirse en los contratos con consumidores, máxime cuando existe una clara voluntad de 
favorecer la solución extrajudicial de conflictos también en este ámbito. La imperatividad de 
las normas no impide la posibilidad de transigir, siempre que el resultado del acuerdo sea 
conforme al ordenamiento jurídico […] En este sentido, cabe advertir un claro impulso en el 
Derecho de la Unión Europea a la solución extrajudicial de estos conflictos, concretado a través 
de la reciente Directiva 2013/11/CEE sobre resolución alternativa de litigios en materia de 
consumo, que se ha incorporado en nuestro ordenamiento jurídico a través de la Ley 7/2017. 
El art. 2.1 de la Directiva 2013/11/CEE, se refiere a los procedimientos de resolución 
extrajudicial de litigios mediante la intervención de una entidad de resolución alternativa «que 
propone o impone una solución o que reúne a las partes con el fin de facilitar una solución 
amistosa», expresión que alude tanto al arbitraje como a la mediación. En cualquier caso, la 
directiva admite además que en los Estados miembros se articulen otras formas de resolución 
extrajudicial de conflictos en relación con los consumidores, siempre que se ofrezcan garantías 
suficientes para la protección y el adecuado respeto de sus derechos. Es cierto que en la 
mediación las partes en conflicto llegan a un acuerdo haciendo concesiones recíprocas, con la 
diferencia respecto de la transacción de que interviene un tercero, el mediador, cuya función 
es restablecer la comunicación entre las partes y preservar el respeto a los principios que 
presiden la mediación, entre ellos la igualdad de partes, elemento que de manera natural nunca 
existe en una relación de consumo. Pero el hecho de que en la mediación existan unas garantías 
que no se dan en la transacción, no determina que necesariamente la transacción esté vedada 
en el ámbito de consumo, al no existir norma que lo prohíba. Sin perjuicio de que la ausencia 
de estas garantías en la transacción derive en una revisión de la validez del acuerdo a la luz de 
las normas que regulan los contratos celebrados con consumidores para preservar así el debido 
respeto a sus derechos establecido en normas imperativas […]”. 

La trascripción manuscrita de una cláusula no equivale necesariamente a su 
comprensibilidad real por el consumidor: “[…] Además, la formación y prestación del 
consentimiento en la transacción no se produce como en cualquier otro contrato, pese a la 
remisión expresa del artículo 1817 al 1265, ambos del Código Civil, puesto que resulta patente 
la concurrencia de elementos singulares que las partes tienen en cuenta, como los costes del 
litigio, la incertidumbre del resultado de los medios de prueba o la incomodidad que produce 
cualquier litigio con independencia de su resultado. Estas mismas consideraciones resultan de 
aplicación respecto de la transacción, cuando su objeto está predispuesto por el banco: acabar 
con la incertidumbre de si las cláusulas suelo introducidas en los dos contratos anteriores eran 
nulas por no pasar el control de trasparencia, mediante la fijación de un suelo más bajo. 
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Partiendo de una situación de incertidumbre, controvertida, y para evitar un litigio, las partes 
convienen realizar concesiones recíprocas y alcanzar un acuerdo que convierta la 
incertidumbre en seguridad. Como recuerda la sentencia 751/2009, de 30 de noviembre, el 
acuerdo para eliminar la controversia y la reciprocidad de concesiones son los elementos 
fundamentales de la transacción, conforme al art. 1809 CC. En este caso, existía una cláusula 
suelo del 4,5% cuya validez podía ser cuestionada en vía judicial, de modo que si se constataba 
la falta de trasparencia, sería declarada abusiva y, consecuentemente, nula, mientras que si se 
apreciaba la trasparencia de la cláusula, esta sería considerada válida. Ante esta incertidumbre, 
las partes convienen recíprocas concesiones: el banco, que en principio tenía una cláusula 
suelo del 4,5 %, accede a una rebaja del suelo inicial al 2,25%, y los consumidores, aunque no 
querrían tener cláusula suelo, acceden a soportar un suelo más bajo que el inicialmente fijado 
a cambio de evitar el pleito que constituiría el presupuesto necesario para la declaración de 
abusividad. Ambas partes transigen, realizan concesiones recíprocas, y evitan el pleito, 
convirtiendo la incertidumbre inicial en una situación cierta. Ahora bien, por el modo 
predispuesto en que se ha propuesto y aceptado la transacción es preciso comprobar, también 
de oficio, que se hayan cumplido las exigencias de trasparencia en la transacción. Esto es, que 
los clientes consumidores, tal y como les fue presentada la transacción, estaban en condiciones 
de conocer las consecuencias económicas y jurídicas de su aceptación: que se reducía el límite 
mínimo del interés al 2,25% y que no se discutiría la validez de las cláusulas suelo contenidas 
en el contrato originario. El cumplimiento de estos deberes de trasparencia en este caso viene 
acreditado porque, en un contexto temporal en que, por la difusión en la opinión pública 
general de la sentencia de 9 de mayo de 2013, era notoriamente conocido no sólo la existencia 
de estas cláusulas suelo y su incidencia en la determinación del interés variable aplicable al 
préstamo, sino también que podían ser nulas cuando no se hubieran cumplido las exigencias 
de trasparencia, los clientes aceptan la propuesta del banco de impedir futuras controversias 
judiciales al respecto mediante la reducción del suelo al 2,25%, y para acreditarlo transcriben 
de puño y letra el texto en el que se afirma lo siguiente: "Soy consciente y entiendo que el tipo 
de interés de mi préstamo nunca bajará del 2,25% nominal anual". Aunque no necesariamente 
la trascripción manuscrita de la cláusula equivale a su comprensibilidad real por el consumidor 
que la transcribe, es indudable que contribuye a permitir la constatación de su propia 
existencia y a resaltar su contenido. De hecho, ha sido la forma usual empleada después de la 
sentencia 241/2013, de 9 de mayo, para dejar constancia del cumplimiento de los deberes de 
trasparencia, y de ella se hace eco el art. 13.2.d) del proyecto de ley reguladora de los contratos 
de crédito inmobiliario, cuando, bajo la rúbrica «Comprobación del cumplimiento del 
principio de transparencia material», establece entre los extremos que permitirían la 
comprobación de este principio: «La manifestación manuscrita y firmada por el prestatario, 
en la que declare que ha recibido, con una antelación mínima de siete días, los documentos 
descritos en el artículo 12.1, así como que comprende y acepta su contenido y que entiende los 
riesgos jurídicos y económicos de la operación.». 9. El Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea advierte que el juicio de trasparencia en cada caso ha de realizarse atendiendo a las 
circunstancias concurrentes. Las circunstancias temporales y el modo en que los consumidores 
manifestaron de forma manuscrita su conformidad con un suelo del 2,25% ponen en evidencia 
que el banco, previamente a la firma de la transacción, cumplió con las exigencias de 
trasparencia y que sus clientes consumidores conocían los términos de la transacción y las 
implicaciones económicas y jurídicas que conllevaban. Razón por la cual la valoración jurídica 
que al respecto lleva a cabo la Audiencia en la sentencia recurrida no es correcta e infringe las 
normas relativas a la eficacia de la transacción. Sin perjuicio de lo anterior, conviene hacer una 
precisión. La referencia contenida en el art. 1816 CC al efecto de cosa juzgada de la transacción 
no es del todo exacta. Como cualquier otro negocio jurídico, lo convenido por las partes tiene 
eficacia vinculante entre ellas en tanto no se justifique su nulidad. Como en el caso resuelto en 
la sentencia 344/2017, de 1 de junio, en que no se apreció la nulidad de la transacción por error 
vicio en el consentimiento. En consecuencia, en tanto no se acredite alguna causa de nulidad 
del acuerdo, las partes quedan vinculadas en los términos transigidos y, por tanto, con 
renuncia al ejercicio de acciones a cambio de una rebaja en el suelo, lo que impide en un 
principio enjuiciar la situación previa a la transacción precisamente porque las partes quedan 
vinculadas por lo transigido. Como afirma la sentencia 751/2009, de 30 de noviembre, «la 
transacción extrajudicial es un contrato (art. 1809 del Código Civil; sentencias, entre otras, de 
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30 de octubre de 1989, 6 de noviembre de 1993 y 30 de julio de 1996), por lo que genera un 
vínculo obligacional cuyo cumplimiento está sujeto a las reglas generales de los contratos». En 
este sentido es como la jurisprudencia de esta sala ha interpretado el efecto de cosa juzgada 
previsto en el art. 1816 CC. Jurisprudencia que se contiene, entre otras, en la sentencia 
41/1999, de 30 de enero: «En relación con la eficacia de cosa juzgada que el artículo 1816 del 
Código Civil atribuye a la transacción entre las partes, declaró la sentencia de 26 de abril de 
1963 que "ha de entenderse e interpretarse en el sentido de que una vez acordada la 
transacción, no será lícito exhumar pactos o cláusulas, vicios o defectos, posiciones o 
circunstancias afectantes a las relaciones jurídicas cuya colisión o incertidumbre generó el 
pacto transaccional, sino que será éste, y solo él, quien regule las relaciones futuras ínsitas en 
la materia transigida, bien integren ésta la ratificación, modificación o extinción de todas o 
alguna parte de aquéllas o la creación de otras distintas, y por ende, los efectos de la cosa 
juzgada se manifestarán en el absoluto respeto a la nueva situación y en el escrupuloso 
cumplimiento de las obligaciones fijadas en la transacción, pero sin que esto quiera decir que 
tales obligaciones, en orden a su cumplimiento o incumplimiento, se rijan por normas distintas 
a las establecidas con carácter general, ya que eso requeriría un precepto legal de excepción 
que la ley no establece, ni se deduce de sus preceptos", doctrina reiterada en sentencias de 20 
de abril de 1989, 4 de abril y 29 de noviembre de 1991 y 6 de noviembre de 1993». Pero la 
eficacia vinculante del acuerdo transaccional no puede confundirse con el efecto de cosa 
juzgada previsto en el art. 222 LEC, y no queda vedada la posibilidad de discutir en sede 
judicial la validez del contrato de transacción en sí mismo considerado a la luz de las normas 
que regulan los contratos […]”. 

Voto particular de Francisco Javier Orduña Moreno: “[…] 4. En este contexto, cabe 
extraer las siguientes conclusiones. i) Los documentos suscritos responden a la naturaleza de 
una novación modificativa de los contratos iniciales de préstamo hipotecario, por la que el 
predisponente pretende la convalidación de las cláusulas suelo. Dicha convalidación, conforme 
a la normativa comunitaria y a la legislación sectorial aplicable, resulta improcedente dada la 
nulidad de pleno derecho de la obligación objeto de la novación, tal y como contempla el art. 
1208 del Código Civil y la jurisprudencia de esta sala […]. ii) La calificación de novación 
modificativa declarada por las instancias no es ilógica, arbitraria o contraria a norma 
imperativa; por lo que queda extramuros de la revisión en sede casacional. En cualquier caso, 
su revisión por el carácter transaccional de los citados documentos también resulta 
improcedente, pues vulnera la regla de la interpretación «contra proferentem» […] que impone 
que debe resolverse dicha duda de interpretación o de calificación en contra del predisponente, 
esto es, en el sentido más beneficioso para la posición e intereses del consumidor y no, como 
en el presente caso, para favorecer la limitación de responsabilidad patrimonial de la entidad 
bancaria que ve confirmadas sus cláusulas suelo, sin restitución alguna. iii) La calificación 
transaccional de dichos documentos tampoco procede en atención a los presupuestos 
requeridos para la misma, a saber, la previa existencia o delimitación de la situación litigiosa 
y la idoneidad de la controversia para ser objeto de transacción. Ninguno de estos presupuestos 
concurrieron en la predisposición y adhesión de los citados documentos. Los consumidores no 
otorgaron un consentimiento «libre e informado » sobre la cláusula de renuncia de acciones y 
su alcance transaccional, pues no fueron conscientes del alcance de su carácter litigioso. 
Tampoco la entidad bancaria podía recurrir a la figura de la transacción para dejar sin efecto 
las normas imperativas de protección de los consumidores por medio de una previa renuncia 
de sus acciones, esto es, de su derecho básico a que las cláusulas predispuestas queden sujetas 
al control de transparencia y puedan ser declaradas abusivas y, por tanto, nulas de pleno 
derecho con los correspondientes efectos restitutorios. […]. Del mismo modo, que la citada 
renuncia de acciones no puede vulnerar el derecho de los consumidores a la tutela judicial 
efectiva, es decir, al control judicial de oficio de las cláusulas suelo […]”. 

Texto completo de la sentencia 

*** 
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